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Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la Oficina del Procurador General en 

representación de los oficiales Idelfonso Montalvo Figueroa y Jafet Rivera 

Ortiz (en adelante denominados en conjunto parte recurrentes), en su 

capacidad personal, mediante un recurso de Certiorari  y nos solicita que 

revoquemos la Resolución emitida por el Tribunal Primera Instancia, Sala 

Superior de Ponce (en adelante TPI) el 25 de febrero de 2020. Mediante el 

aludido dictamen el foro de instancia declaró No Ha Lugar la solicitud de 

desestimación de la demanda instada en su contra por Luis M. Torres 

Morales (en adelante señor Torres o recurrido). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación denegamos 

la expedición del auto solicitado. 

I 

 El 1 de octubre de 2018 la secretaría del TPI recibió y ponchó una 

demanda instada por derecho propio por el señor Torres, quien se 

encuentra confinado, contra los recurrentes en su carácter personal, entre 

otros codemandados. En su demanda alegó que el 5 de octubre de 2017, 

fue agredido físicamente por los oficiales Montalvo y Rivera en el área de 
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Admisiones de la Institución Ponce Adultos 304. Indicó que se cosió la boca 

como parte de una huelga de hambre y mientras el oficial Rivera lo sujetaba 

el oficial Montalvo le cortó los puntos con una tijera, ocasionándole una 

herida abierta en el pómulo izquierdo. Por ello reclamó una cuantía de 

$75,000 por los daños ocasionados. El recurrido presentó con su demanda 

una Solicitud para que se exima de pago de arancel por razones de 

pobreza y una Declaración en apoyo de solicitud para litigar como indigente 

(informa pauperis) (en adelante Formulario OAT-1481) completada, pero 

sin juramentar. Luego de examinar los documentos presentados, el TPI 

ordenó a la Oficina de Alguaciles a coordinar con la Administración de 

Corrección y Rehabilitación el traslado del señor Torres para que el 17 de 

octubre de 2018, juramentara el Formulario OAT-1481. El recurrido 

juramentó el referido formulario el 29 de octubre de 2018, por lo que el 3 

de diciembre de 2018, el TPI emitió una Orden declarando Con lugar su 

solicitud para que se le eximiera del pago de arancel por razón de pobreza. 

 El 12 de septiembre de 2019, la parte recurrente presentó una 

Moción de Desestimación fundamentada en que la demanda estaba 

prescrita y que aplicaba la doctrina de inmunidad condicionada. Adujo 

expresamente que, si bien los alegados hechos ocurrieron el 5 de octubre 

de 2017, la demanda fue presentada el 20 de diciembre de 2018, por lo 

que el término para instarla había prescrito. De otra parte, arguyó que el 

día de los hechos alegados los oficiales Montalvo y Rivera actuaron en el 

ejercicio de sus funciones oficiales como funcionarios de la institución 

correccional manteniendo el orden durante la emergencia suscitada tras el 

huracán María. Por lo que, al amparo de la doctrina de inmunidad 

condicionada, la demanda deja de exponer una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio por parte de ellos. El señor Torres no presentó 

oposición. 

 El 25 de febrero de 2020, el TPI emitió una Resolución declarando 

No ha lugar la solicitud de desestimación por ambos fundamentos. El foro 

de instancia concluyó que del examen del documento presentado por el 
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señor Torres surge que la demanda se presentó el 1 de octubre de 2018, 

antes de que se cumpliera el año dispuesto en el anterior Art. 1868 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec.5298.1 Consideró además que 

la solicitud de desestimación por inmunidad condicionada era prematura ya 

que el hecho de si los oficiales Montalvo y Rivera actuaron o no en el 

ejercicio de sus funciones oficiales, no había sido aun objeto de 

descubrimiento de prueba. 

Inconforme con la determinación anterior la parte recurrente 

presentó una Moción solicitando reconsideración. Sostuvo que, aunque del 

ponche surge que la demanda se presentó en la secretaría del Tribunal el 

1 de octubre de 2018, esa no es la fecha de radicación de la demanda toda 

vez que a esa fecha el señor Torres no había juramentado aun el 

Formulario OAT-1481.  Al respecto argumentó que los casos por derecho 

propio de los confinados que solicitan litigar en calidad de indigentes no se 

dan por radicados hasta que el Tribunal autoriza la solicitud juramentada 

para litigar informa pauperis. Por lo que razonó que en este caso la fecha 

de presentación y radicación de la demanda es el 3 de diciembre de 2018, 

fecha en que el TPI autorizó al demandante a litigar informa pauperis. En 

apoyo a su contención enfatizó que esta es la fecha de presentación de la 

demanda que surge de SUMAC. Insistió que, aun considerando el 3 

diciembre de 2018 como fecha de radicación de la demanda, ello conlleva 

que la demanda fue presentada fuera del término prescriptivo. La parte 

recurrente también reiteró la procedencia de la desestimación bajo el 

fundamento de la doctrina de inmunidad condicionada.   

El 10 de marzo de 2020, la parte recurrente presentó una Moción en 

apoyo a moción de reconsideración en la que incluyó la Orden 

Administrativa Núm. 2018-02 de la Región Judicial de Ponce, que establece 

el procedimiento a seguir en casos de litigantes por derecho propio que 

sean confinados y soliciten litigar como indigentes. El señor Torres no 

 
1 Adviértase que el Código Civil de Puerto Rico de 1930, según enmendado, vigente al 
momento de los hechos del presente caso, fue derogado y sustituido por el Código Civil 
de Puerto Rico de 2020.  
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presentó oposición. Así las cosas, el 14 de abril de 2020, el TPI emitió una 

Resolución declarando No Ha Lugar la solicitud de reconsideración.  

Aun en desacuerdo, el 10 de julio de 2020, la parte recurrente 

presentó un primer recurso de certiorari ante este Tribunal solicitando que 

se desestimara la demanda por estar prescrita o en la alternativa, se 

ordenara al foro de instancia a celebrar una vista a los efectos de dilucidar 

la procedencia de la defensa de inmunidad condicionada. No obstante, el 

16 de julio de 2020 un Panel Hermano de este Tribunal desestimó el 

recurso por falta de jurisdicción, toda vez que el TPI notificó de manera 

deficiente al señor Torres la Resolución del 25 de febrero de 2020 y no 

notificó la Resolución del 14 de abril de 2020 atendiendo la reconsideración 

instada por la parte recurrente. Como consecuencia del trámite anterior, el 

TPI ordenó a su secretaría a notificar la Resolución del 14 de abril de 2020, 

al señor Torres. Dicha notificación se realizó el 27 de octubre de 2020.  

De manera oportuna la parte recurrente presentó el recurso de 

certiorari que nos ocupa en el cual formuló los siguientes señalamientos de 

error: 

Erró el TPI al negarse a considerar la orden 
administrativa Núm. 2018-02 de la región judicial 
de Ponce para determinar la fecha en que el señor 
Torres perfeccionó su demanda.  
 
Erró el TPI al negarse a evaluar en esta etapa 
procesal si la conducta que se le imputa a los 
oficiales demandados esta cobijada por la defensa 
de inmunidad condicionada.  

 En su recurso el Procurador General argumentó que la Orden 

Administrativa Núm. 2018-02 fue adoptada por la Región Judicial de Ponce 

conforme a los pronunciamientos de la Asamblea Legislativa y del Tribunal 

Supremo, para asegurar que todo litigante cumpla con su obligación 

estatutaria de cancelar los correspondientes aranceles o de justificar su 

incapacidad para ello. Sostuvo además que según las alegaciones hechas 

por el señor Torres en su demanda, desde el 10 de octubre de 2017 estaba 

apto para reclamarles judicialmente a los supuestos responsables de los 

daños que sufrió el 5 de octubre de 2017. En vista de lo anterior razonó 
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que el término prescriptivo de un año que este tenía para perfeccionar su 

demanda venció el 10 de octubre de 2018, antes de que juramentara su 

solicitud para litigar como indigente y de que el TPI así lo autorizara. Por lo 

que, a su juicio, el foro de instancia carecía de discreción para determinar 

que la fecha de presentación de la demanda fue el 1 de octubre de 2018, 

ignorando la referida Orden Administrativa.  

 En la alternativa el Procurador General reiteró que en el caso de 

autos aplicaba la defensa de inmunidad condicionada levantada por los 

oficiales demandados, por lo que la demanda contra ellos personalmente 

debía ser desestimada. Según alegó la determinación sobre si la conducta 

de los oficiales constituye actos intencionales por los que estos deben 

responder personalmente, no depende del descubrimiento de prueba pues 

se trata de un asunto que debe analizarse a la luz de las alegaciones de la 

demanda. Afirmó que de las alegaciones de la demanda se desprende que 

el Estado debe responder por las supuestas actuaciones negligentes de los 

oficiales en el ejercicio de sus deberes y ante la situación de emergencia 

provocada por el señor Torres al cocerse la boca.  

 En virtud de la facultad que nos concede la Regla 7(B)(5) de nuestro 

Reglamento, 4 LPRA XXII-B, prescindimos de solicitar al recurrido su 

comparecencia.  

II 

A.  El certiorari 

El auto de certiorari es un vehículo procesal que permite a un tribunal 

de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal inferior. En 

esencia, se trata de un recurso extraordinario mediante el cual se solicita 

al tribunal de superior jerarquía la corrección de un error cometido por el 

tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare, LLC, 194 DPR 723, 

728-729 (2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); véase, 

además, Art. 670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 

3491. Por tanto, la expedición del auto de certiorari descansa en la sana 
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discreción del tribunal revisor. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 

337-338 (2012). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, delimita 

expresamente las instancias en las que este Tribunal de Apelaciones 

puede expedir los recursos de certiorari para revisar resoluciones y órdenes 

interlocutorias del foro de instancia. Scotiabank de Puerto Rico v. ZAF 

Corporation, 202 DPR 478, 487 (2019). En lo pertinente, la referida regla 

dispone lo siguiente:  

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 
podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando 
se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 
testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía o en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación constituiría 
un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 
expedición de un recurso de certiorari, en estos casos, 
el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión. 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  
 
Ahora bien, aun cuando al amparo del precitado estatuto este foro 

apelativo adquiere jurisdicción sobre un recurso de certiorari, la expedición 

del auto y la adjudicación en sus méritos es discrecional. No obstante, tal 

discreción no opera en el abstracto. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 96 (2008). Al respecto, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, infra, establece los criterios que este foro habrá 

de considerar para ejercer sabia y prudentemente su discreción para 

expedir o no un recurso de certiorari, a saber:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos son 

contrarios a derecho 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para analizar el problema  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso 

y manifiesto de la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia  
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D. Si el asunto planteado exige consideración, más 

detenida a la luz de los autos originales, por los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados  

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio  

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. 

XXII-B. 

En síntesis, como foro apelativo nos corresponde evaluar la 

corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento en 

que es presentada, para determinar si es el momento apropiado para 

nuestra intervención y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada del litigio. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, 

pág. 97.  

De otra parte, este Tribunal solo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales del Tribunal de Primera 

Instancia, cuando se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle 

Corp., 184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). En particular, discreción significa tener poder 

para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger uno o varios cursos 

de acción. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Ahora bien, en el 

ámbito jurídico la discreción ha sido definida como una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

434-435 (2013). Es decir, la discreción se nutre de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia. Íd. Por lo anterior, un adecuado ejercicio de discreción judicial está 

estrechamente relacionado con el concepto de razonabilidad. Umpierre 

Matos v. Juelle Albello, 203 DPR 254, 275 (2019); Rivera y otros v. 

Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 
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III 

 En el caso de autos el Procurador General, en representación de la 

parte recurrente, nos solicita que revoquemos la Resolución emitida por el 

tribunal a quo, denegando su solicitud de desestimación de la demanda 

bajo los fundamentos de prescripción de la causa de acción y de 

aplicabilidad de la defensa de inmunidad condicionada. Tratándose de la 

denegatoria de una moción dispositiva la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra, nos faculta expresamente para intervenir con la determinación, 

aunque sea una interlocutoria.  

 Luego de analizar detenidamente la comparecencia del Procurador 

General concluimos que el TPI no abusó de su discreción al denegar la 

solicitud de desestimación por ambos fundamentos. No nos resulta 

irrazonable que el foro de instancia denegara la desestimación bajo el 

fundamento de la defensa de inmunidad condicionada, hasta tanto se 

dilucide mediante el descubrimiento de prueba si los alegados actos de los 

oficiales fueron negligentes o intencionales. Considerando lo anterior y 

habiendo examinado el recurso a la luz de la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, no vemos cumplido ninguno de los criterios señalados 

que nos mueva a intervenir con la determinación recurrida en esta etapa 

de los procedimientos. 

IV 

 Por los fundamentos antes esbozados denegamos la expedición del 

auto solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


